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Señores miembros del jurado calificador; cumpliendo con las disposiciones establecidas en 
el reglamento de grado y títulos de la Universidad césar Vallejo; pongo a vuestra 
consideración la presente investigación titulada “Delitos contra la administración Pública y 
su relación con el cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en Tarapoto, periodo 
2017”, con la finalidad de optar el título de Maestro en Derecho Penal y Procesal Penal.  
La investigación está dividida en siete capítulos:  
I. INTRODUCCIÓN. Se considera la realidad problemática, trabajos previos, teorías 
relacionadas al tema, formulación del problema, justificación del estudio, hipótesis y 
objetivos de la investigación. 
II. MÉTODO. Se menciona el diseño de investigación; variables, operacionalización; 
población y muestra; técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y 
confiabilidad y métodos de análisis de datos. 
III. RESULTADOS. En esta parte se menciona las consecuencias del procesamiento de 
la información.  
IV. DISCUSIÓN. Se presenta el análisis y discusión de los resultados encontrados en la 
tesis. 
V. CONCLUSIONES. Se considera en enunciados cortos, teniendo en cuenta los 
objetivos planteados. 
VI. RECOMENDACIONES. Se precisa en base a los hallazgos encontrados.  












Dictamen de la sustentación de tesis ................................................................................ ii 
Dedicatoria ................................................................................................................... iii 
Agradecimiento ............................................................................................................. iv 
Declaratoria de autenticidad ............................................................................................ v 
Presentación .................................................................................................................. vi 
Índice........................................................................................................................... vii 
Índice de tablas ............................................................................................................. ix 
Índice de figuras ............................................................................................................. x 
RESUMEN ................................................................................................................... xi 
ABSTRACT ................................................................................................................ xii 
I. INTRODUCCIÓN ..............................................................................................13 
II. MÉTODO ...........................................................................................................32 
2.1. Tipo y diseño de investigación .....................................................................32 
2.2. Variables – Operacionalización ....................................................................33 
2.3. Población y muestra.....................................................................................34 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos ...........................................34 
2.5. Métodos de análisis de datos ........................................................................35 
III. RESULTADOS ...................................................................................................35 
IV. DISCUSIÓN .......................................................................................................41 




VI. RECOMENDACIONES .....................................................................................45 
VII. REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS ...............................................................46 
ANEXOS 
Matriz de consistencia 
Instrumentos de recolección de datos 
Validación de instrumentos 
Autorización de publicación de tesis al repositorio 
Informe de originalidad 
Acta de aprobación de originalidad 
















Índice de tablas 
Tabla 1.  Delitos contra la administración pública ...........................................................35 
Tabla 2.  Nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles ..............................36 
Tabla 3.  Modalidad de reparación .................................................................................37 
Tabla 4.  Tabla cruzada delitos contra la administración pública......................................39 




















Índice de figuras 
Figura  1. Resultados de los delitos contra la administración pública ...............................36 
Figura  2. Resultados del nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles .......37 

































El presente estudio se desarrolló bajo la denominación de: Delitos contra la administración 
Pública y su relación con el cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en Tarapoto, 
periodo 2017. En la investigación se trató de establecer la relación de los delitos contra la 
administración pública con el cumplimiento de pago de las reparaciones civiles en la 
ciudad de Tarapoto, periodo 2017. Por tal motivo se trabajó en base a un tipo de 
investigación correlacional y bajo un diseño no experimental, donde se analizó un total de 
86 casos presentados en la ciudad de Tarapoto independientemente de los delitos 
cometidos, asimismo para realizar la recopilación de los datos fue necesario emplear guías 
de análisis documental para ambas variables tanto los delitos cometidos contra la 
administración pública como el pago de la reparación civil. A partir de ello se llegó a 
obtener en los resultados que los delitos contra la administración pública, donde el delito 
de cohecho activo representó el 21 % los casos, seguido del delito de cohecho pasivo que 
es igual al 17%, mientras que el delito por enriquecimiento ilícito se evidenció en un 15% 
y el delito de peculado fue solo el 12% de los casos presentados y en cuanto al nivel de 
cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en la ciudad de Tarapoto,  el 63% de los 
casos se observó que incumplieron con dicho pago y el 37% restante si llegó a realizar el 
pago de la reparación civil que le correspondía según el caso en el que se vieron 
involucrados. Además el resultado de la prueba estadística sobre el valor de sig. asintótica 
bilateral fue 0,024. En conclusión se pudo aceptar la hipótesis general de investigación.  
Palabras claves: Delitos contra la administración pública, cumplimiento del pago de la 












The present study was developed under the name of: Crimes against public administration 
and its relation to compliance with the payment of civil reparations in Tarapoto, 2017. The 
investigation sought to establish the relationship of crimes against public administration 
with compliance with payment of civil reparations in the city of Tarapoto, 2017 period. For 
this reason, we worked based on a type of correlational research and under a non-
experimental design, where a total of 86 cases presented in the city of Tarapoto regardless 
of the crimes committed, also to perform the data collection was necessary to use 
documentary analysis guides for both variables both crimes committed against public 
administration and the payment of civil compensation. From this it was possible to obtain 
in the results that the crimes against the public administration, where the crime of active 
bribery represented 21% of the cases, followed by the crime of passive bribery that is equal 
to 17%, while the crime by Illicit enrichment was evidenced in 15% and the crime of 
embezzlement was only 12% of the cases presented and in terms of the level of compliance 
with the payment of civil reparations in the city of Tarapoto, 63% of the cases were 
observed they failed to comply with this payment and the remaining 37% if they made the 
payment of the civil compensation that corresponded to them according to the case in 
which they were involved. In addition the result of the statistical test on the value of sig. 
bilateral asymptotic was 0.024. In conclusion, the general research hypothesis could be 
accepted. 












Dentro de la realidad problemática, se puede ver que los delitos contra la 
administración pública constituyen aquellos actos en los que un funcionario público 
abusa de sus funciones con el fin de obtener una dádiva u otro tipo de beneficio 
propio. Alrededor del mundo es común observar escenarios y casos por estos delitos, 
como es el caso de España, en el que el ex presidente de la Diputación y del PP de 
Castellón, Carlos Fabra Carreras, que se encuentra en prisión. Ha ingresado en 2014 
al centro penitenciario Madrid VI, Aranjuez, para cumplir cuatro años de prisión por 
cuatro delitos contra la Hacienda Pública y dedicará, según él mismo ha dicho a sus 
allegados en Castellón, a escribir sus memorias. Entre los tantos delitos que se le 
asignan, se encuentra uno ligado a indicios racionales de delitos contra la 
Administración Pública, cuya instrucción se prolongaría durante una década 
(Morales, 2014). 
Frente a los delitos contra la administración pública, no solo basta con entregar 
una pena, sino que además, en ciertas ocasiones y bajo ciertos tipos de modalidades 
es necesario el pago de una reparación civil. En el caso de Perú, existen muchos 
casos sobre delitos contra la administración pública y la asignación de reparaciones, 
tal y como es el caso del ex presidente regional de Huancavelica (Glodoaldo Álvarez 
Oré), que en 2015 fue condenado a dos años de prisión suspendida y al pago de una 
reparación civil de S/. 1.000 por el delito contra la administración pública, en la 
modalidad de peculado doloso por apropiación. En uno de estos, firmado en el 2006, 
la entidad regional transfirió S/. 3’487.308 a su comuna para ejecutar el proyecto 
Construcción de la Carretera San Juan de Villa Rica Llacce II Etapa. Sin embargo, la 
gestión de Álvarez Oré solo rindió cuentas de S/. 2’199.970 (Noticias, 2015). 
Sin duda alguna, uno de los casos más sonados y que hasta la fecha viene 
repercutiendo en la vida de los peruanos, es el caso del expresidente Alberto 
Fujimori, quien en 2015 sumó su quinta condena por cometer actos delictivos 
durante su gobierno entre los años 1990 y 2000. La Cuarta Sala Penal Liquidadora de 
la Corte Superior de Lima le impuso 8 años de prisión efectiva, 3 años de 
inhabilitación y el pago de S/.3 millones por concepto de reparación civil a favor del 
Estado, tras sentenciarlo por el delito contra la administración pública en la 




sus funciones, sino que además participó” en el desvío de fondos del Estado para 
pagar portadas y titulares a su favor en los denominados diarios populares que 
estuvieron al servicio del régimen. El colegiado llegó a la certeza de que Fujimori es 
responsable del desvío de 122 millones de nuevos soles de las Fuerzas Armadas 
(Fuerza Aérea y Ejército) al Servicio de Inteligencia Nacional (SIN) con el objetivo 
de pagar cuantiosas sumas a diarios para ensalzar su imagen y lograr así su segunda 
reelección en el año 2000 (El Correo, 2015). 
Son pocos los imputados a quienes se les ha impuesto reparaciones civiles por 
los delitos cometidos y que han pagado de manera efectiva. El caso de la ex 
congresista y vedette Susy Díaz ha sido el más sonado en la prensa. Se la ha 
presentado como la única que ha cumplido con pagar la reparación civil a la que la 
condenó la justicia. Pero ha habido otros casos y algunos, incluso, más onerosos que 
los 200 mil soles que pagó la actriz. El mayor monto de reparación civil actualmente 
cancelado corresponde a Luis Bedoya de Vivanco, tres veces alcalde de Miraflores e 
hijo del líder histórico del Partido Popular Cristiano, Luis Bedoya Reyes. Se trata de 
500 mil soles, suma a la que había sido condenado a pagar solidariamente junto a 
Montesinos y Tomás Gonzales Reátegui. Pero como ninguno de los dos aportó un 
centavo, Bedoya terminó cancelando, él solo, el medio millón. Actualmente, Luis 
Bedoya de Vivanco trabaja en el estudio de abogados de su padre. Otros que ya 
cumplieron con sus obligaciones con el Estado son el ex abogado del SIN Pedro 
Huertas Caballero (60 mil soles), y el miembro de la promoción de Montesinos, el 
general EP (r) Manuel Pancorvo (120 mil soles) (Sifuentes, 2012). 
En el ámbito local (Tarapoto)se ha evidenciado que varios de los procesados e 
imputados por delitos contra la administración pública no han hecho efectivo hasta la 
fecha el pago efectivo de las reparaciones civiles que se les impusieron, sin embargo, 
también se evidencia que existe un grupo de personas que si pagaron. Es de esta 
manera que con la investigación se busca determinar si un imputado por un tipo de 
delito contra la administración pública especifico es más propenso a cumplir con el 
pago de la reparación civil interpuesta.  
Los trabajos previos encontrados a nivel internacional, Aguilar, M.  (2012) en 
su trabajo de investigación titulado: Reformas respecto al delito de Cohecho: 




pregrado). Universidad de Azuay, Cuenca- Ecuador. Esta tesis tiene como propósito 
general el poder analizar el tipo penal actual y el proyecto del Nuevo Cogido Penal 
Integral con el desarrollo de un caso práctico para poder observar, de forma directa, 
si la norma es efectiva o no. Esta tesis ha sido desarrollada bajo un tipo de 
investigación exploratoria descriptiva, teniendo como instrumentos de recopilación 
de datos al Nuevo cogido Penal Integral. Con respecto a los resultados de este 
estudio se ha encontrado que en torno al proceso respecto del tipo Penal: Quien 
denuncia el hecho no puede ser considerado como ofendido en el tipo penal por 
cuanto la ley, la doctrina y la jurisprudencia determinan que el ofendido en los 
delitos contra la administración pública  es el Estado y quien ha denunciado el hecho 
no contempla la calidad de representante estatal y por cuanto no podría representar 
acusación particular. Sin embargo, en el proceso la denunciante presento acusación 
particular y le dieron paso. A la conclusión que se ha llegado por medio de este 
trabajo ha sido que queda claro la existencia de falencias dentro del actual Código 
Penal con respecto a las normas y a las penas impuestas a los sujetos que intervienen 
en el delito. En el primer caso se concluye que únicamente son sujetos del tipo penal 
los funcionarios públicos que acepten cualquier tipo de promesa o dadiva, dejando 
por fuera del tipo penal a aquellos funcionarios públicos que propongan la 
realización de cualquier acto ilícito o la recepción de cualquier dadiva. Por lo mismo 
se debe concluir en el tipo penal el hecho o verbo de proponer u ofender para que 
exista mayor protección.   
De Leon, K. y Martínez, N. y Rivas, R. (2015). En su trabajo de investigación 
titulado: La Persecución Penal de los delitos de corrupción cometidos por 
funcionarios públicos en el Salvador (Trabajo de pregrado). Universidad del 
Salvador. Este trabajo tiene como finalidad principal establecer los antecedentes 
históricos de los delitos de corrupción así como de la persecución penal de los 
mismos. Este trabajo fue de tipo exploratorio- descriptivo. Por medio de este trabajo 
se ha llegado a la conclusión de que  Muchos son los funcionarios públicos que han 
cometido delitos de corrupción, sin embargo después de un tiempo se ha logrado 
constatar que nunca salió a la luz en el tiempo en que pudieron ser perseguidos 
penalmente, y esto debido a la astucia que han tenido para ocultarlos o porque 
utilizaron influencias para evitar ser procesados; es por ello que se considera que el 




la solución para que los funcionarios públicos dejen de realizar prácticas corruptas, 
pues al momento de cometerlas piensan que no serán descubiertos, y si lo son, de 
alguna manera evadirán la justicia y nunca serán condenados, en tanto, aumentar las 
penas no es la solución al problema, sin embargo si se reforman otros cuerpos 
normativos como la LSEIFEP. y la LCLD es posible que se combata este problema. 
Trenzado, J. (2012).En su trabajo de investigación titulado: Los Delitos Sobre 
La Ordenación Del Territorio y el Urbanismo: La prevaricación Urbanística (Tesis 
Doctotrado). Universidad Pompeu Fabra, España. La finalidad de este trabajo fue el 
análisis detallado de los tipos penales recogidos en el Título XVI “De los delitos 
relativos a la ordenación del territorio y la protección del patrimonio histórico y del 
medio ambiente” en concreto, y dentro del capítulo I De los delitos sobre la 
ordenación del territorio, el 320 del Código Penal dedicado a la Prevaricación 
Urbanística, así como el capítulo V de ese mismo Título dedicado a las disposiciones 
comunes, artículos 338, 339 y 340 del Código Penal. Este trabajo tiene un diseño 
descriptivo- exploratorio, teniendo como instrumentos de recopilación de datos al 
código Penal. A la conclusión que se ha llegado con este trabajo fue que La misión 
del derecho penal dice HANS-HEINRICH JESCHECK776, es proteger la 
convivencia humana en la comunidad. La convivencia humana se desarrolla ante 
todo conforme a una pluralidad de reglas transmitidas por la tradición, normas que 
forman en su conjunto el orden social. La vigencia de tales normas es en buena parte 
independiente de la coacción externa, ya que se basan en el reconocimiento de su 
necesidad por parte de todos y se hallan protegidas mediantes ciertas sanciones 
inmanentes que actúan, espontáneamente, en caso de contravención (represión social 
mediata). 
A nivel nacional, Paredes, B. (2017). En su trabajo de investigación titulado: 
Delitos de corrupción de funcionarios y servidores públicos en los gobiernos locales 
(Tesis de pregrado) Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo, Lambayeque, Perú. Este 
trabajo tiene como propósito fundamental el poder determinar cuáles son los 
mecanismos idóneos para denunciar los hechos de corrupción generados en los 
gobiernos locales, que permitan llegar a una efectiva sanción hacia los responsables 
de dichos actos delictivos que afectan a la administración pública y sociedad en 




con un tipo de análisis mixto pero con predominancia cualitativa y en algunos casos 
con precisión cuantitativa. El universo de esta investigación ha estado conformada 
por la Comunidad Jurídica, responsables, empirismos aplicativos, incumplimientos, 
planteamientos teóricos, normas y legislación comparada, y la muestra total de esta 
trabajo está conformado por 7385 personas. Tenemos como técnica de recopilación 
de datos al análisis documental y a la encuesta. Es así como este trabajo ha podido 
llegar a concluir que, a nivel nacional existen 30.913 casos sobre el delito de 
corrupción en trámite, de los cuales en la región Lambayeque se investigan 1293 
casos, siendo las entidades más afectadas en la región, los gobiernos regionales y las 
municipalidades distritales. La corrupción genera una pérdida de 12.000 millones de 
soles anuales (3.680 millones de dólares) en Perú, un monto que podría servir para 
alimentar a 1,3 millones de habitantes pobres durante tres años. Dentro de los delitos 
más comunes a nivel nacional en primer lugar se encuentra el peculado y en segundo 
lugar la colusión, asimismo en la región Lambayeque el primer lugar lo ocupa la 
colusión, el segundo lugar el peculado y el tercer lugar el peculado de uso.  
Cabellos, G. (2017). En su trabajo de investigación titulado: Las penas 
efectivas de los cómplices primarios en los delitos contra la administración pública 
que se encuentran restringidos de libertad condicional (Tesis de pregrado). 
Universidad de Huánuco, Perú.  Este trabajo de investigación tiene como finalidad 
principal el poder identificar los fundamentos de la prohibición de la ejecución de la 
pena de libertad condicional, no se viene aplicando a los cómplices primarios en los 
delitos contra la administración pública. Dentro de la metodología podemos 
encontrar que este trabajo fue desarrollado bajo enfoque cualitativo,  por objetivo 
básica, de nivel descriptivo- explicativo, y diseño cualitativo. Con respecto a las 
técnicas para la recopilación de datos se han utilizado: análisis de fuente documental, 
análisis de entrevista a especialistas, análisis de marco normativo, y comparativo. 
Entre los principales resultados podemos encontrar que en la primera fuente 
documental se visualiza a la revista jurídica virtual de la Ley que hace una anotación 
sobre las últimas modificaciones realizadas por el Decreto Legislativo N° 1351 en 
donde se agregan a la colusión, peculado, los delitos de malversación agravada, 
cohecho pasivo específico, corrupción pasiva de auxiliares jurisdiccionales, 
negociación incompatible y enriquecimiento ilícito, para que dichos delitos queden 




dejando que sea posible de hacer la pena efectiva. Es así como se ha llegado a 
concluir que es factible que el cómplice primario también pueda ser restringido en su 
libertad condicional ante la comisión de los delitos contra la administración pública 
que se detallan en el art. 57 del Código Penal, ya que el art. 25 del C. P. acepta que el 
cómplice primario sigue la misma del autor por su participación esencial y no por la 
calidad del autor al momento de la comisión del delito, pues no nos encontramos con 
una teoría del dominio del hecho propio sino con una teoría de la imputación objetiva 
unitaria que se fundamenta en su grado de participación y su importancia para la 
existencia del delito. 
Mendivil, A. (2017). En su trabajo de investigación titulado: Las Faltas 
Administrativas y su relación con los Delitos contra la Administración Pública 
(Tesis de pregrado). Pontifica Universidad Católica del Perú. este trabajo tiene como 
propósito el dilucidar si no sería el fundamento jurídico de algunas faltas 
administrativas y de algunos delitos, para lograr el mismo divido el presente trabajo 
en tres partes, siendo la primera de ellas el estudio de la función punitiva del Estado 
y el desarrollo de los principios constitucionales de la responsabilidad disciplinaria 
de los servidores públicos y de la potestad sancionadora de la Contraloría General de 
la República. Este trabajo es de tipo exploratorio- descriptivo. Como podemos ver de 
los artículos citados, los cuales han servido para sancionar a funcionarios públicos en 
el tercer trimestre del 2,017, comparten el mismo supuesto de hecho en el Código 
Penal, lo cual a nuestro parecer produciría una infracción al principio de interdicción 
de la persecución penal múltiple, previsto en el Articulo III del Código Procesal 
Penal, el mismo que tiene rango constitucional en virtud de lo previsto por el 
Articulo X del mismo cuerpo legal adjetivo, por lo que se habilitaría al funcionario 
público que es sancionado administrativamente y a la vez es denunciado ante el 
Ministerio Publico por la presunta comisión de los delitos ahí indicados a presentar 
una demanda de amparo por una vulneración de un derecho fundamental y en el 
mismo proceso penal habilitaría la presentación de una tutela de derechos por 
afectación de un derecho fundamental, previsto en el Artículo 71° del Código 
Procesal Penal. 
Ramírez, M. (2016). En su trabajo de investigación titulado: La 




forma agravada (Tesis Maestria). Universidad Privada Antenor Orrego, Trujillo, 
Perú.  Este trabajo de investigación tiene como finalidad principal el poder establecer 
si en la punición de privación de la libertad no menor de 8 ni mayor de 12 años al 
autor del delito contra la administración pública en la modalidad de violencia contra 
la autoridad, en su forma agravada, a que se refiere el inciso 3) segundo párrafo del 
artículo 367 del Código Penal”, contiene una pena desproporcionada con el bien 
jurídico protegido. Este trabajo es de tipo no experimental, teniendo como técnicas 
para la recopilación de datos la observación y el acopio documental, y como 
instrumentos al fichaje. Entre los resultados más resaltantes tenemos que el nuevo 
modelo procesal penal peruano, materializado en el marco del Nuevo Código 
Procesal Penal ha sido concebido para permitir desarrollar procesos penales 
transparentes y oportunos, que garanticen los derechos de las partes procesales y en 
los cuales el papel de los jueces, fiscales, policías y abogados esté claramente 
definido y se encuentre debidamente separado. El espíritu de este nuevo modelo 
consiste en ofrecerles a los peruanos y extranjeros que estén en nuestro país un 
proceso penal rápido y justo, cuya investigación preliminar se haya realizado de 
acuerdo con los procedimientos y las garantías correspondientes, y cuya sentencia 
revele realmente lo que se discutió y logró probar en el juicio oral.  Se ha llegado a la 
conclusión que la respuesta punitiva del Estado en el artículo 367 inciso 3° del 
Código Penal Peruano, no guarda relación de una cierta igualdad o equivalencia que 
un enigmático y profundo sentido de justicia exige necesariamente ya que la 
gravedad de la pena impuesta por el poder público se debe graduar en función de la 
entidad de la lesión jurídica perpetrada, es decir debe existir proporcionalidad entre 
el hecho y la sanción; asimismo relación de la pena con el bien jurídico protegido.  
Las teorías relacionadas a delitos contra la administración pública, en la 
literatura no existe una definición concreta acerca de lo que son los delitos contra la 
administración pública, razón por la cual se parte por definir lo que es la 
administración pública, misma que según Salinas (2014) es definida como: “…toda 
actividad que realizan los funcionarios y servidores públicos con la finalidad de 
materializar el objetivo final del Estado” (pág. 2) 
Para Carrión (2017), la administración pública es servir al Estado y 




cumplimiento además debe estar enmarcado en orden de órganos estatales que 
implica jerarquía, niveles, entidades, cargos y oficios, esto es, hay una 
organización dentro de la cual se debe cumplir esa función pública 
indistintamente del cargo asignado al funcionario o servidor público (pág. 2). 
La administración pública la forman los Órganos Ejecutivo, Legislativo, 
Judicial, y todas instituciones autónomas, semiautónomas, municipales e 
interministeriales encargadas de ofrecer los servicios públicos que la sociedad 
requiere en protección de la vida, honra y bienes de los nacionales y residentes 
en nuestro país. Las acciones o comportamientos que afectan a la 
administración pública, en su mayoría, son cometidos por las personas que 
laboran en esas instituciones del Estado, o sea, son cometidas por los 
denominados “servidores o empleados públicos” (Castilla, 2007, pág. 6).  
Según Montoya (2015) debemos entender a la administración pública 
como aquella actividad que los funcionarios y servidores públicos desempeñan 
para que un Estado constitucional y de Derecho pueda cumplir con su rol 
prestacional. Según esta perspectiva de bien jurídico, no se protege a la 
Administración en sí misma, como un conjunto de órganos o instituciones, sino 
que se protege a la administración pública en sentido funcional, es decir, 
respecto de los objetivos constitucionales que a través de ella se persiguen. Con 
esta definición, debería descartarse al patrimonio o a la “gestión eficaz”, como 
bienes jurídicos protegidos, pues, por un lado, el patrimonio del Estado se 
protege como el de cualquier otro ciudadano, y, por otro lado, el Derecho Penal 
atiende a la eficiencia en la administración de los recursos del Estado, antes 
que a su simple eficacia (pág. 36). 
Castilla (2007), manifiesta que los delitos contra la administración 
pública buscan, por un lado, garantizar que la actividad o función pública se 
cumpla con diligencia, rectitud y honradez; por el otro lado, que los servidores 
públicos acaten los deberes sociales del Estado y atiendan las necesidades de 
los particulares (pág. 6). 
Según, lo inferido de la información que proporciona Montoya (2015), se 
infiere que los delitos contra la administración pública, como delitos especiales 




cual un funcionario, aprovechándose de su puesto cargo en una institución 
pública del Estado, realiza acciones con el fin de obtener beneficios para sí 
mismo (pág. 50).  
Sujeto calificado 
Por la naturaleza del bien jurídico protegido, así como por la 
construcción de las fórmulas legislativas, no cualquier persona puede ser sujeto 
activo o autor. Estos delitos están reservados para determinadas personas. Por 
ello se afirma que se tratan de delitos especiales. El agente debe tener la 
condición especial de funcionario o servidor público; pero no en la medida del 
Derecho administrativo sino de acuerdo con el artículo 425º del Código Penal 
(Salinas, 2014, pp. 8-9). En tal sentido, se debe de tener en cuenta las 
siguientes definiciones:  
 Funcionario público: Persona natural con poder de decisión que presta 
servicios o trabaja para el Estado (Salinas, pág. 11). En tanto que, según 
Carrión (2017) sostiene que es aquel que tiene la facultad de disponer de 
fondos del Estado o ejercer algún tipo de función pública (pág. 6). 
 El servidor público: Persona natural que presta sus servicios al Estado, 
pero sin poder de decisión. No tiene mando, pero brinda al Estado sus 
conocimientos técnicos y profesionales en tareas de facilitación de la que 
realizan los funcionarios públicos (Salinas, pág. 11). De igual manera, 
Carrión (2017) lo define como toda aquella que independientemente del 
régimen laboral en que se encuentre, mantiene vínculo laboral o 
contractual de cualquier naturaleza con entidades u organismos del 
Estado o sociedades de economía mixta comprendidas en la actividad 
empresarial del Estado y que en virtud a ello ejerce funciones en dichas 
entidades u organismos (pág. 7). 
Evaluación de los delitos contra la administración pública 
A efectos de poder llevar a cabo la evaluación de esta variable, se tomará 
como referencia lo mencionado Montoya (2015, pág. 50), mismo que imparte 
la lista de los delitos que afectan a la administración pública, siendo estos: 




tráfico de influencias especial y enriquecimiento ilícito, cada uno de los cuales 
se especifican a continuación:  
Cohechos. También denominados delitos de corrupción de funcionarios, 
vienen a representar un conjunto de delitos consistentes en la compra-venta de 
la función pública. La característica común de estos es su “bilateralidad” o la 
naturaleza de “delitos de participación necesaria” ya que, siempre, son dos las 
partes que intervienen (Funcionario que acepta el pago de la venta de la 
función pública, y el sujeto que compra el servicio) (Montoya, 2015, pág. 95). 
Las modalidades de cohecho son: 
 Cohecho pasivo. Las figuras delictivas de cohechos pasivos, a grandes 
rasgos, sancionan al funcionario que recibe, acepta o solicita recibir de 
una persona una ventaja o beneficio de cualquier índole a cambio de 
realizar algún acto conforme o contrario a sus funciones públicas, o por 
haber realizado, anteriormente, uno de estos actos. Es decir, los cohechos 
pasivos se encargan de incriminar solo a una de las partes intervinientes 
en el contexto de compra-venta de la función pública: el funcionario 
público. 
 Cohecho activo. El artículo 397° del Código Penal que tipifica el delito 
de cohecho activo genérico establece lo siguiente: El que, bajo cualquier 
modalidad, ofrece, da o promete a un funcionario o servidor público 
donativo, promesa, ventaja o beneficio para que realice u omita actos en 
violación de sus obligaciones. Como se observa, el cohecho activo está 
dirigido a sancionar a la otra parte del acuerdo por el cual el funcionario 
vende la función pública. Por tanto, sanciona a la persona que ofrece o 
promete dar a un funcionario algún donativo, ventaja o beneficio para 
que realice u omita actos en violación de sus funciones, o realice u omita 
actos propios de su cargo (pp. 99-100). 
Peculados. Según Montoya (2015, pág. 106) y en base a lo tipificado en el 
artículo 387° del Código Penal de la siguiente manera: El funcionario o 
servidor público que se apropia o utiliza, en cualquier forma, para sí o para 
otro, caudales o efectos cuya percepción, administración o custodia le estén 




caudales o efectos estuvieran destinados a fines asistenciales o a programas de 
apoyo social. En estos casos, la pena privativa de libertad será no menor de 
ocho ni mayor de doce años y con trescientos sesenta y cinco a setecientos 
treinta días-multa. Si el agente, por culpa, da ocasión a que se efectúe por otra 
persona la sustracción de caudales o efectos, será reprimido con pena privativa 
de libertad no mayor de dos años y con prestación de servicios comunitarios de 
veinte a cuarenta jornadas. Constituye circunstancia agravante si los caudales o 
efectos estuvieran destinados a fines asistenciales o a programas de apoyo 
social. En estos casos, la pena privativa de libertad será no menor de tres ni 
mayor de cinco años y con ciento cincuenta a doscientos treinta días-multa. 
Colusiones. Según Montoya (2015, pág. 136) y en base a lo tipificado en el 
artículo 384° del Código Penal se establece que: El funcionario o servidor 
público que, interviniendo directa o indirectamente, por razón de su cargo, en 
cualquier etapa de las modalidades de adquisición o contratación pública de 
bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado 
concierta con los interesados para defraudar al Estado o entidad u organismo 
del Estado 
Negociaciones incompatibles. El delito de negociación incompatible se 
encuentra tipificado en el artículo 399° del Código Penal de la siguiente 
manera: El funcionario o servidor público que indebidamente en forma directa 
o indirecta o por acto simulado se interesa, en provecho propio o de tercero, 
por cualquier contrato u operación en que interviene por razón de su cargo. En 
otras palabras, el artículo 399° del Código Penal peruano sanciona la conducta 
por la cual un funcionario o servidor público se aprovecha indebidamente de su 
cargo al mostrar un interés particular que entra en colisión con los intereses 
públicos o estatales. El tipo penal exige que dicho interés particular o privado 
se enfoque en alguna operación económica en la que intervienen el Estado y el 
funcionario público con motivo del cargo público que ocupa (Montoya, 2015, 
pág. 131). 
Malversaciones. El delito de malversación de fondos se encuentra tipificado 
en el artículo 389° del Código Penal del siguiente modo: El funcionario o 




definitiva diferente de aquella a los que están destinados, afectando el servicio 
o la función encomendada (Montoya, 2015, pág. 116). 
Tráfico de influencias especial. El delito de tráfico de influencias sanciona a 
aquel que, a cambio de un beneficio, ofrece interceder o influenciar, directa o 
indirectamente, ante un magistrado, fiscal u otro funcionario con potestades 
jurisdiccionales (en sentido amplio), invocando tener influencias sobre sus 
decisiones. El delito de tráfico de influencias se encuentra tipificado en el 
artículo 400° del Código Penal. Dicho dispositivo legal establece lo siguiente: 
El que, invocando o teniendo influencias reales o simuladas, recibe, hace dar o 
prometer para sí o para un tercero, donativo o promesa o cualquier otra ventaja 
o beneficio con el ofrecimiento de interceder ante un funcionario o servidor 
público que ha de conocer, esté conociendo o haya conocido un caso judicial o 
administrativo, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
cuatro ni mayor de seis años y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco 
días-multa. Si el agente es un funcionario o servidor público, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años e 
inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36° del Código Penal y 
con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días multa (Montoya, 2015, 
pp. 142-143). 
Enriquecimiento ilícito. El delito de enriquecimiento ilícito se encuentra 
tipificado en el artículo 401° del Código Penal de la siguiente manera: El 
funcionario o servidor público que, abusando de su cargo, incrementa 
ilícitamente su patrimonio respecto de sus ingresos legítimos será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de diez años y con 
trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa. Si el agente es un 
funcionario público que ha ocupado cargos de alta dirección en las entidades, 
organismos o empresas del Estado, o está sometido a la prerrogativa del 
antejuicio y la acusación constitucional, la pena privativa de libertad será no 
menor de diez ni mayor de quince años y con trescientos sesenta y cinco a 
setecientos treinta días-multa. Se considera que existe indicio de 
enriquecimiento ilícito cuando el aumento del patrimonio o del gasto 




declaración jurada de bienes y rentas, es notoriamente superior al que 
normalmente haya podido tener en virtud de sus sueldos o emolumentos 
percibidos o de los incrementos de su capital o de sus ingresos por cualquier 
otra causa lícita (Montoya, 2015, pág. 121). 
 
 
Cumplimiento del pago de reparación civil 
Definición 
Para Arévalo (2017) la reparación civil no es otra cosa que la 
responsabilidad civil atribuida al actor del delito frente a quien sufre las 
consecuencias económicas del acto delictivo, por lo cual para entender 
estrictamente que se entiende por reparación civil debemos conocer que es la 
responsabilidad civil (pág. 2). 
Es un medio dentro del Derecho Penal que busca que a través de éste, se 
resarza el perjuicio ocasionado a la víctima (Iman, 2015, pág. 13). 
Según Montoya (2015) la comisión de un ilícito penal no solo significa la 
lesión o puesta en peligro de alguna de las condiciones imprescindibles que 
aseguran la participación social del individuo (bienes jurídicos). Con la 
realización de una conducta típica y antijurídica también nace la obligación de 
resarcir los daños, materiales o no, sufridos por la víctima. Dicho de otra 
forma, “la idea de que es preciso responder por el daño causado a otro 
(neminem laedere) es un postulado elemental en la teoría de la justicia y del 
Derecho, un axioma jurídico, y se encuentra en los estratos más profundos de 
la evolución que conduce a la noción moderna de la obligación”. Incorporar la 
institución de la responsabilidad civil extracontractual como elemento de la 
sentencia penal representa un entendimiento correcto acerca de la íntima 
vinculación que existe entre ambos tipos de sanciones (penal y civil); a su vez, 
cumple la función de prever un marco jurídico integral acerca de las distintas 
obligaciones que la actividad delictiva produce en sus responsables (pág. 86). 
En sentido estricto, el legislador peruano no considera la reparación civil 




92° del Código Penal estipula que la reparación civil (y con ello, previamente, 
la responsabilidad) se determina junto con la pena. Lo mismo ocurre con el art. 
399.4 del Código Procesal Penal, donde se menciona que en la sentencia 
condenatoria se decidirá también sobre la reparación civil (pág. 87) 
Diferencia entre responsabilidad civil y reparación civil 
Según Montoya (2015) los términos responsabilidad civil y reparación 
civil no son sinónimos. En principio, cuando se determina la responsabilidad 
civil se analizan los criterios objetivos (daño causado) y subjetivos (dolo o 
culpa) necesarios para poder imputar el perjuicio de un tercero a cierta persona. 
Luego, una vez constatada la existencia de responsabilidad podrá hablarse de la 
obligación de reparar, mediante la aplicación de conceptos como daño 
emergente, lucro cesante, proyecto de vida, etc., orientados a concretar una 
cifra económica exacta capaz de reparar en sus legítimos intereses al 
perjudicado. Esta línea de razonamiento es semejante a aquella que se aplica en 
el ámbito penal, donde como paso previo habrá que determinar la 
responsabilidad penal del agente, para luego proceder (utilizando criterios 
distintos) a determinar el quantum exacto de pena a imponer (pág. 90). 
Como consecuencia de su distinta naturaleza material, que la reparación 
civil se determine junto con la pena no es óbice para que el juez penal pueda 
resolver acerca de la obligación civil sin que medie atribución de 
responsabilidad penal. Ello se encuentra previsto en los artículos 99° del 
Código Penal y 12.3 del Código Procesal Penal. La responsabilidad civil y la 
obligación de reparar el daño causado no derivan del comportamiento típico, 
antijurídico y culpable que este analiza en un proceso penal263, sino del daño 
causado (pág. 90). 
Referencia de la reparación civil en el caso de los delitos contra la 
administración pública 
Los comportamientos típicos que lesionan o ponen en peligro el bien 
jurídico “administración pública” legitiman su punición principalmente en dos 
argumentos: En primer lugar, existe una íntima relación entre la (de) eficiente 
administración de los recursos públicos y el ejercicio de los derechos 




la dación de una serie de condiciones que permitan el desarrollo social del 
individuo, como salud, educación, trabajo, y demás derechos fundamentales 
básicos que la Constitución consagra. En segundo lugar, los delitos llevados a 
cabo contra la administración pública no solo repercuten en el tesoro público, 
sino también, y con mayor énfasis, en la institucionalidad gubernamental del 
país, afirmando en su población un sistema endeble de administración, 
comprometiendo al mismo tiempo sus posibilidades de desarrollo (Montoya, 
2015, pág. 92). 
Según Montoya (2015), los valores jurídicos y sociales afectados con la 
realización de conductas típicas contra la administración pública justifican, 
además y en todos los casos, la necesidad de explicitar cualitativa y 
cuantitativamente la forma de reparación civil a cargo del culpable del delito. 
En este contexto resultan plenamente aplicables las reglas antes comentadas 
referidas a la indemnización y restitución del bien. No obstante, existen ciertos 
matices que es conveniente precisar: 
 En los delitos contra la administración pública no siempre es factible la 
“restitución del bien afectado” (salvo en el delito de peculado). 
 La obligación de reparar no siempre se consignará solo a favor de la 
administración, sino que muchas veces tendrá que considerarse el interés 
del concreto particular afectado con la conducta ilícita (a manera de 
ejemplo, si un empresario desecha otras ofertas económicas por 
participar en una licitación pública acordada previamente de forma 
ilícita, merece que se le indemnice, por lo menos, respecto del costo de 
oportunidad asumido al perder otras ofertas, siempre que se pruebe el 
daño). 
 Respecto de la reparación inmaterial del daño, se podrían considerar 
como forma cualitativa de reparación civil ciertas conductas valorativas y 
simbólicas dirigidas a reforzar la institucionalidad de la entidad 
involucrada en el hecho típico de corrupción (por ejemplo, el Poder 
Judicial, alguna universidad nacional, el Congreso de la República, entre 




concientización a la población acerca de las falsas virtudes de un sistema 
público corrupto. 
 Finalmente, respecto de la responsabilidad civil subsidiaria o solidaria de 
la administración pública ante los daños producidos en los administrados 
por conductas de sus funcionarios, podemos partir de un criterio general, 
según el cual, la administración solo podrá responder civilmente por los 
daños producidos cuando sus dependientes hayan actuado en ejercicio 
funcionarial habilitado. Prueba de ello es lo regulado en el artículo 139.7 
de la Constitución, donde se prevén indemnizaciones: a) por errores 
judiciales y b) detenciones arbitrarias. Dicho de otro modo, en los dos 
supuestos citados, la administración debe cumplir como responsable 
solidario de los daños producidos por sus funcionarios en el (incorrecto) 
ejercicio de sus labores. En el marco del proceso penal por la comisión 
de un tipo penal contra la administración pública, por lógica, la 
administración podría quedar obligada en la sentencia como obligado 
civil, solidario o subsidiario, siempre que se pruebe la relación causal 
entre el hecho generador y el daño resarcible (pp. 92-93). 
Evaluación de la variable reparación civil 
En base a lo indicado por Montoya (2015) quien cita al artículo 93° del 
Código Penal menciona que la reparación civil comprende la restitución del 
bien o el pago de su valor y la indemnización por daños y perjuicios (pág. 90). 
En base a esto, la evaluación de la variable cumplimiento del pago de 
reparación civil, se establecen los siguientes indicadores: 
 La restitución: esta es la reparación más adecuada. En este sentido, si la 
restitución es posible, esta deberá ser la medida ordenada. El perjudicado 
no podría rechazarla según su discrecionalidad y pedir la cuantificación 
económica del bien. Es más, incluso en aquellos casos donde esta sea 
posible, el juez penal debe cerciorarse del efectivo aseguramiento del 
interés perjudicado en estricta atención del principio restitutio in 
integrum. No obstante, por cuestiones de justicia, el juez tendrá que 
prever que el afectado no reciba por encima de lo merecido, sino 




argumenta, obligación que se complica al tratarse de datos morales (pág. 
90). 
 La indemnización: se encuentra regulada en el artículo 1985 del Código 
Civil e incorpora como contenido el lucro cesante, el daño emergente y el 
daño mora (pág. 91). 
La evaluación consistirá en verificar si el imputado ha efectuado el pago 
o no de la reparación civil en su modalidad de restitución o indemnización. 
Teoría de la argumentación jurídica  
Figueroa (2013), señala que la argumentación jurídica nos enseña a 
construir las razones con las cuales sustentamos una decisión con relevancia 
jurídica. La argumentación constitucional, a su turno, reconduce nuestra base 
argumentativa por el escenario de los derechos fundamentales y determina en 
qué medida, las pretensiones constitucionales han de merecer una respuesta 
razonada de los intérpretes autorizados de la Constitución que son en propiedad 
los jueces constitucionales (p. 121). 
Teoría de la prueba  
Molina (2013), hace mención que en el mundo del derecho, la prueba 
adquiere peculiar importancia y es que basta con solo pensar por ejemplo en la 
celebración de un contrato civil o en una operación mercantil o incluso en el 
cumplimiento de una obligación fiscal con el fin de advertir el relieve que 
adquiere el otorgamiento del documento correspondiente (p. 148). 
Teoría tridimensional de derecho 
Según Reale (1997) los tridimensionalistas, en general, acepten o no esta 
calificación, se han limitado a afirmar el carácter factico-axiológico-normativo 
del derecho, sin extraer de este planteamiento del problema todas las 
consecuencias implícitas en él. En consecuencia la teoría tridimensional del 
derecho, representa la toma de conciencia de todas las implicaciones que dicha 
verificación establece para cualquier género de investigación sobre el derecho 
(p. 69).  




Con fecha 13 de noviembre del año 2015, en audiencia pública realizada, el 
recurso de casación interpuesto por la defensa del sentenciado Aurelio Pastor 
Valdiviezo a quien se le condenó por el delito contra la administración pública 
en la modalidad de tráfico de influencias, en contra del estado peruano. Al 
finalizar las investigaciones y el proceso judicial, el tribunal llegó a la decisión 
de declarar fundado el recurso de casación presentado por la defensa del 
acusado por el delito cometido y que al no haberse encontrado los argumentos 
suficientes presentados en la primera y segunda instancia según lo que 
establece el artículo 400° del Código Penal para el delito de tráfico de 
influencias  (Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, 2015). 
Problema general 
¿Cómo se relacionan los delitos contra la administración pública con el 
cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en Tarapoto, periodo 2017? 
 
Problemas específicos 
¿Cuáles son los delitos contra la administración pública que se presentan en la ciudad 
de Tarapoto, periodo 2017? 
¿Cuál es el nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en Tarapoto, 
periodo 2017? 
Justificación del estudio 
Conveniencia 
La investigación resulto siendo conveniente, debido a que fue de mucha 
utilidad para los fiscales y jueces de la ciudad de Tarapoto para que a partir de los 
resultados encontrados puedan realizar acciones con el fin de contrarrestar y 
disminuir los casos por delito contra la administración pública. Asimismo permitió 
establecer la relación de los delitos contra la administración pública con el 
cumplimiento de pago de las reparaciones civiles en la ciudad de Tarapoto, periodo 
2017. 
Relevancia social 
La investigación permitió efectuar un análisis de un problema que abarca a los 




fin de informarles acerca de que es lo que deben de hacer y cómo deben de actuar 
frente a determinados casos. 
Valor teórico 
La investigación se justifica en el uso de teorías generales como las de 
Montoya (2015), quien fue empleado para efectuar la evaluación de la variable 
delitos contra la administración pública, así como el pago de reparación civil, pues es 
este autor quien presenta y explica el desarrollo de estas variables.   
Implicancia práctica. 
Analiza un problema real ligado a la maestría que se está llevando, misma que 
permitió comprender el comportamiento de la muestra estudiada frente a un contexto 
en particular, a fin de poder entregarle una solución a futuro, o al menos, medidas 
que permitan su regulación.  
Utilidad metodológica 
Para el cumplimiento de los objetivos del estudio fue importante desarrollar el 
uso de técnicas indirectas de recolección de información, para esto la construcción de 
instrumentos de medición permitieron obtener información que se pudo generalizar y 
que al mismo tiempo pueden ser tomados como modelo para futuras investigaciones 
analizando de igual forma o desde otra perspectiva. 
Objetivo general 
Establecer la relación de los delitos contra la administración pública con el 
cumplimiento de pago de las reparaciones civiles en la ciudad de Tarapoto, periodo 
2017. 
Objetivos específicos 
Identificar los delitos contra la administración pública que se presentan en la ciudad de 
Tarapoto, periodo 2017. Para cumplir con este objetivo se empleó una guía de análisis 
documental. 
Identificar el nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en Tarapoto, 





Hi: Los delitos contra la administración pública no se relacionan de manera 
significativa con el cumplimiento de pago de las reparaciones civiles en la ciudad de 
Tarapoto, periodo 2017.  
Ho: Los delitos contra la administración pública se relacionan de manera significativa 
con el cumplimiento de pago de las reparaciones civiles en la ciudad de Tarapoto, 
periodo 2017. 
Hipótesis específicas 
H1: Los delitos contra la administración pública que se presentan en la ciudad de 
Tarapoto, periodo 2017 son el delito de peculado y malversación de fondos. 
H2: Existe un bajo nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en 







2.1. Tipo y diseño de investigación 
Tipo de investigación 
La investigación fue de tipo correlacional, debido a la necesidad de poder 
identificar y esclarecer si existe o no relación entre las variables delitos contra la 
administración pública y el cumplimiento del pago de reparación civil.  
Diseño de estudio 
En lo que respecta al diseño de estudio, este fue no experimental debido a que 
no se manipulo las variables de estudio, puesto que solo se analizó la información 
recopilada según el estado como se encontró. En tal sentido, el esquema que grafica 







 M  = Casos por delitos contra la administración pública 
 O1  = Delitos contra la administración pública 
 O2  = Cumplimiento del pago de reparación civil 
        r  = Relación 
 
2.2. Variables – Operacionalización 
Identificación de las variables 
Variable I: Delitos contra la administración pública 
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La evaluación 
consistirá en 
verificar si el 
imputado ha 
efectuado el 













Fuente: marco teórico variable 
 
2.3. Población y muestra 
Población 
Estuvo conforma por las casaciones presentadas por delitos contra la 
administración pública durante todo el 2017 en la ciudad de Tarapoto, cuya 
cantidad alcanza un total de 86 casos.  
Muestra 
Estuvo conforma por la totalidad de la población, es decir, por las 
casaciones presentadas por delitos contra la administración pública durante 




2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
Técnicas  
Las técnicas a emplear en esta investigación serán el análisis documental, 
cuyos instrumentos constataran de las guías de análisis documental, pues la 
información requerida será consultada en cada una de las casaciones a analizar, 
sin las necesidades de consultar a una persona.  
Instrumentos  
Validez 
Se llevó a cabo por medio de la evaluación realizada por 3 jueces, 
quienes revisaran el contenido de los instrumentos a fin de evidenciar 





Debido al uso de guías de análisis documental, no se requiere en la 
presente investigación una prueba de confiabilidad.   
2.5. Métodos de análisis de datos 
Se efectuará un análisis descriptivo e inferencial de los resultados, es 
decir, primero se describirán los resultados en base a cómo es que estos se 
presentan en la realidad, respondiendo de esta manera a los objetivos 
específicos, para luego proceder con el uso de pruebas estadísticas que 









3.1. Identificar los delitos contra la administración pública que se presentan en 
la ciudad de Tarapoto, periodo 2017. 
Tabla 1 
Delitos contra la administración pública 
  F % 
Cohecho activo 18 21% 
Cohecho pasivo 15 17% 
Peculado 10 12% 
Colusión 6 7% 
Negociación incompatible 9 10% 
Malversación 10 12% 
Tráfico de influencias especial 5 6% 
Enriquecimiento ilícito 13 15% 






Figura  1. Resultados de los delitos contra la administración pública 
Fuente: Tabla 1 
 
Interpretación 
De la tabla y figura 1, se puede evidenciar los delitos cometidos contra la 
administración pública presentada en la ciudad de Tarapoto, de los cuales se 
evidencia que el delito de cohecho activo representó el 21 % los casos, seguido del 
delito de cohecho pasivo que es igual al 17%, mientras que el delito por 
enriquecimiento ilícito se evidenció en un 15% y el delito de peculado fue solo el 
12% de los casos presentados.  
3.2. Identificar el nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en 
Tarapoto, periodo 2017. 
Tabla 2 
Nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles  
  f % 
Pagó 32 37% 
No pagó 54 63% 



























Figura  2. Resultados del nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles 
Fuente: Tabla 2 
 
Interpretación 
De la tabla y figura 2, se puede evidenciar el nivel de cumplimiento del pago de las 
reparaciones civiles por parte de las personas que cometieron algún tipo de delito en la 
ciudad de Tarapoto. Precisamente el 63% de los casos se observó que incumplieron con 
dicho pago y el 37% restante si llegó a realizar el pago de la reparación civil que le 
correspondía según el caso en el que se vieron involucrados. 
 
 
Tabla 3.  
Modalidad de reparación  
  f % 
Restitución  38 44% 
Indemnización  48 56% 











Figura  3. Resultados de la modalidad de reparación civil 
Fuente: Tabla 3 
 
Interpretación 
Según la tabla y figura 3, se observa la modalidad respecto al pago de la reparación 
civil en función a los casos presentados en la ciudad de Tarapoto, del mismo se 
precisa que el 56% de las personas acusadas, realizó el pago de una indemnización. 









3.3. Establecer la relación de los delitos contra la administración pública con el 















Tabla cruzada delitos contra la administración pública 
 Cumplimiento del pago de 
reparación civil 
Total 





Cohecho activo Recuento 10 8 18 
% del total 11.6% 9.3% 20.9% 
Cohecho pasivo Recuento 1 14 15 
% del total 1.2% 16.3% 17.4% 
Peculado Recuento 6 4 10 
% del total 7.0% 4.7% 11.6% 
Colusión Recuento 4 2 6 
% del total 4.7% 2.3% 7.0% 
Negociación 
incompatible 
Recuento 4 5 9 
% del total 4.7% 5.8% 10.5% 
Malversación Recuento 3 7 10 
% del total 3.5% 8.1% 11.6% 
Tráfico de influencias 
especial 
Recuento 2 3 5 
% del total 2.3% 3.5% 5.8% 
Enriquecimiento ilícito Recuento 2 11 13 
% del total 2.3% 12.8% 15.1% 
Total Recuento 32 54 86 
% del total 37.2% 62.8% 100.0% 
Fuente: Sistema SPSS V. 24  
 
Interpretación 
De la tabla 4, se muestra la tabla cruzada respecto a las variables de estudio,  en la 
cual se evidencia que del total de expedientes (86 casos) respecto a los delitos contra 
la administración pública, el 20.9% (18) de los mismos fue por actos de cohecho 
activo, y de los cuales el 11.6% (10) realizaron el pago de la reparación civil, 
mientras que la diferencia no realizó el pago respectivo. Por otro lado el 17.4% (15) 
de los expedientes fue por cohecho pasivo, de esto solo el 16.3% (14) no concreto el 
pago por la reparación civil y mientras que el restante si lo hizo. Asimismo el 15.3% 
(13) de total de expedientes analizados tuvieron como delito el enriquecimiento 
ilícito, no obstante el 12.8% de personas denunciadas no realizó el pago de la 








Pruebas de Chi-cuadrado 
  Valor df Significación 
asintótica 
(bilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson 16,125
a
 7 0.024 
Razón de verosimilitud 17.878 7 0.013 
Asociación lineal por lineal 1.722 1 0.189 
N de casos válidos 86     
Fuente: Sistema SPSS V. 24  
 
Interpretación 
En función a la tabla anterior, se observa los distintos resultados obtenidos de la 
prueba de Chi-cuadrado, donde el valor de significación asintótica bilateral resultante 
fue de 0,024, es decir todavía se encuentra dentro del margen de error permitido, lo 
que permite aceptar la hipótesis general que hace alusión a los delitos contra la 
administración pública no se relacionan de manera significativa con el cumplimiento 



















Identificar los delitos contra la administración pública que se presentan en 
la ciudad de Tarapoto, periodo 2017. 
Para el autor Carrión (2017), la administración pública es servir al Estado y 
cumplir la función encargada para lograr “el bienestar general”. Pero este 
cumplimiento además debe estar enmarcado en orden de órganos estatales que 
implica jerarquía, niveles, entidades, cargos y oficios, esto es, hay una organización 
dentro de la cual se debe cumplir esa función pública indistintamente del cargo 
asignado al funcionario o servidor público. En la investigación con el propósito de 
cumplir con el primer objetivo específico se utilizó una guía de análisis documental, 
donde se examinó los expedientes presentados respecto a los delitos cometidos 
contra la administración pública presentada en la ciudad de Tarapoto, de los cuales se 
evidenció que el delito de cohecho activo representó el 21 % los casos, seguido del 
delito de cohecho pasivo que es igual al 17%, mientras que el delito por 
enriquecimiento ilícito se evidenció en un 15% y el delito de peculado fue solo el 
12% de los casos presentados. Estos resultados guardan similitud con la 
investigación de los autores De Leon, K. y Martínez, N. y Rivas, R. (2015), quienes 
llegaron a concluir que muchos son los funcionarios públicos que han cometido 
delitos de corrupción, sin embargo después de un tiempo se ha logrado constatar que 
nunca salió a la luz en el tiempo en que pudieron ser perseguidos penalmente, y esto 
debido a la astucia que han tenido para ocultarlos o porque utilizaron influencias para 
evitar ser procesados, sin  embargo se refuta con el estudio realizado por Paredes, B. 
(2017), quien concluyó que existen 30.913 casos sobre el delito de corrupción en 
trámite, de los cuales en la región Lambayeque se investigan 1293 casos, siendo las 
entidades más afectadas en la región, los gobiernos regionales y las municipalidades 
distritales. La corrupción genera una pérdida de 12.000 millones de soles anuales 
(3.680 millones de dólares) en Perú, un monto que podría servir para alimentar a 1,3 
millones de habitantes pobres durante tres años. Dentro de los delitos más comunes a 
nivel nacional en primer lugar se encuentra el peculado y en segundo lugar la 
colusión, asimismo en la región Lambayeque el primer lugar lo ocupa la colusión, el 




Identificar el nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en 
Tarapoto, periodo 2017. 
Según Arévalo (2017), la reparación civil no es otra cosa que la 
responsabilidad civil atribuida al actor del delito frente a quien sufre las 
consecuencias económicas del acto delictivo, por lo cual para entender estrictamente 
que se entiende por reparación civil debemos conocer que es la responsabilidad civil. 
En tanto el autor Montoya (2015), señala que la comisión de un ilícito penal no solo 
significa la lesión o puesta en peligro de alguna de las condiciones imprescindibles 
que aseguran la participación social del individuo (bienes jurídicos). Con la 
realización de una conducta típica y antijurídica también nace la obligación de 
resarcir los daños, materiales o no, sufridos por la víctima. Dicho de otra forma, “la 
idea de que es preciso responder por el daño causado a otro. Para cumplir con el 
segundo objetivo específico se determinó también emplear una guía de análisis 
documental como instrumento de recolección de datos. Llegando a obtener en los 
resultados que el nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles por parte 
de las personas que cometieron algún tipo de delito en la ciudad de Tarapoto. 
Precisamente el 63% de los casos se observó que incumplieron con dicho pago y el 
37% restante si llegó a realizar el pago de la reparación civil que le correspondía 
según el caso en el que se vieron involucrados. Asimismo la modalidad respecto al 
pago de la reparación civil en función a los casos presentados en la ciudad de 
Tarapoto, del mismo se precisa que el 56% de las personas acusadas, realizó el pago 
de una indemnización. Por el contrario el 44% realizó el pago como una forma de 
restitución. 
Establecer la relación de los delitos contra la administración pública con el 
cumplimiento de pago de las reparaciones civiles en la ciudad de Tarapoto, 
periodo 2017. 
Con el fin de cumplir con el objetivo principal de la investigación fue necesario 
emplear el sistema SPSS versión 24, para determinar la prueba estadística que en este 
caso fue la prueba de Chi-cuadrado, a partir de esto se encontró que el valor de 
significación asintótica bilateral resultante fue de 0,024, es decir todavía se encuentra 
dentro del margen de error permitido, lo que permite aceptar la hipótesis general que 




significativa con el cumplimiento de pago de las reparaciones civiles en la ciudad de 





























5.1. Se estableció la relación entre las variables delitos contra la administración 
pública, gracias a la prueba estadística empleada y donde se ha encontrado que 
el valor de sig. asintótica bilateral fue menor a 0,05 (0,024), esto a su vez 
permitió aceptar la hipótesis de investigación planteada. 
 
5.2.  Se identificó los delitos contra la administración pública, donde el delito de 
cohecho activo representó el 21 % los casos, seguido del delito de cohecho 
pasivo que es igual al 17%, mientras que el delito por enriquecimiento ilícito se 
evidenció en un 15% y el delito de peculado fue solo el 12% de los casos 
presentados. 
 
5.3.  Se identificó el nivel de cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en la 
ciudad de Tarapoto, en la cual el 63% de los casos se observó que incumplieron 
con dicho pago y el 37% restante si llegó a realizar el pago de la reparación civil 























6.1. A los futuros investigadores realizar más estudios referentes a las variables de 
estudio para conocer la situación en la que se encuentra no solo la ciudad de 
Tarapoto, sino otras ciudades y regiones del país en torno a los delitos cometidos 
contra la administración pública y el pago de las reparaciones civiles. 
 
6.2.  A los jueces de la ciudad de Tarapoto, dictar sanciones severas hacia los 
funcionarios y/o autoridades que incurren en los diferentes delitos contra la 
administración pública y que de esa manera se disminuyan esto tipo de casos ya 
que esto demuestra la existencia de corrupción en cierta medida por parte de las 
autoridades públicas y de funcionarios que trabajan para el estado. 
 
6.3. A los fiscales de la ciudad, realizar un seguimiento constante de los casos en los 
que se llegó a dictaminar el pagó de reparación civil con el fin de determinar si 
las personas acusadas por los delitos cometidos, están cumpliendo con el 
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Matriz de consistencia 
Título: Delitos contra la administración Pública y su relación con el cumplimiento del pago de las reparaciones civiles en Tarapoto, 
periodo 2017 




¿Cómo se relacionan los delitos contra la 
administración pública con el cumplimiento del 




• ¿Cuáles son los delitos contra la administración 
pública que se presentan en la ciudad de 
Tarapoto, periodo 2017? 
• ¿Cuál es el nivel de cumplimiento del pago de 
las reparaciones civiles en Tarapoto, periodo 
2017? 
General 
Establecer la relación de los delitos contra la 
administración pública con el cumplimiento de pago de 




Identificar los delitos contra la administración pública 
que se presentan en la ciudad de Tarapoto, periodo 
2017.  Para cumplir con este objetivo se empleó una 
guía de análisis documental. 
 
Identificar el nivel de cumplimiento del pago de las 
reparaciones civiles en Tarapoto, periodo 2017.  Para 
cumplir con este objetivo se empleó una guía de 
análisis documental. 
Hipótesis general 
Hi: Los delitos contra la administración pública no se 
relacionan de manera significativa con el cumplimiento 
de pago de las reparaciones civiles en la ciudad de 
Tarapoto, periodo 2017.  
Ho: Los delitos contra la administración pública se 
relacionan de manera significativa con el cumplimiento 
de pago de las reparaciones civiles en la ciudad de 
Tarapoto, periodo 2017. 
 
Hipótesis específicos 
H1: Los delitos contra la administración pública que se 
presentan en la ciudad de Tarapoto, periodo 2017 son 
el delito de peculado y malversación de fondos. 
H2: Existe un bajo nivel de cumplimiento del pago de 









Diseño de investigación Población y muestra Variables y dimensiones 
Correlacional 
Población 
Estará conforma por las casaciones presentadas por 
delitos contra la administración pública durante 
todo el 2017 en la ciudad de Tarapoto, cuya 
cantidad alcanza un total de 86 casos.  
 
Muestra 
Estará conforma por la totalidad de la población, es 
decir, por las casaciones presentadas por delitos 
contra la administración pública durante todo el 
2017 en la ciudad de Tarapoto, cuya cantidad 
alcanza un total de 86 casos 
Variables Dimensiones 









Instrumentos de recolección de datos 
Guía de análisis documental sobre delitos contra la administración pública 
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Guía de análisis documental sobre cumplimiento del pago de reparación civil 
 




Restitución Indemnización Pagó No pagó 
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Autorización de publicación de tesis al repositorio 
 
 
 
 
 
 
  
 

 
 
 
 
